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En el período al que se contrae la presente crónica se han conocido o hecho públicos 

diversos pronunciamientos judiciales. Algunos son de fecha anterior al período que nos 

ocupa, pero, no habiendo podido dar cuenta de ellos en la última crónica, parece 

oportuno comentarlos ahora. 

La STJ de Cantabria de 6 de marzo de 2010 declaró nulo el proyecto de una carretera (la 

variante este de Comillas, carretera CA-135) que un particular había impugnado por 

considerarlo injustificado o falto de motivación (en cuanto al trazado elegido), por no 

haberse evaluado su impacto ambiental en la forma legalmente exigida y por infringir la 

normativa del patrimonio cultural (dada la proximidad de unas cuevas declaradas bien 

de interés cultural) y las normas de ordenación territorial (el Plan de Ordenación del 

Litoral, POL) y urbanística (las normas subsidiarias de planeamiento, NNSS). Todos 

estos motivos encontraron la acogida de la Sala como resultado de la valoración 

conjunta de la prueba sobre los hechos constitutivos de las infracciones legales alegadas 

por el recurrente. Ahora no es posible analizar en detalle cada una de ellas, pero sí 

parece oportuno destacar la valoración que hizo la Sala de la declaración de impacto 

ambiental que acompañaba al proyecto porque resulta, ciertamente, inusitada. 

En 2000 el proyecto en cuestión mereció una declaración de impacto ambiental negativa 

que determinó su modificación, siendo este segundo proyecto modificado, que sí obtuvo 

una evaluación ambiental favorable, el impugnado. Pues bien, la Sala considera que esta 

segunda declaración (favorable) de impacto ambiental no se ajusta a derecho porque 

desconoce o ignora las limitaciones derivadas de la Directiva /43/1992/CEE, de 21 de 

mayo, sobre conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres, que 

creó la red de espacios naturales protegidos denominada Natura 2000. Infringiéndose en 

ocasiones la normativa ambiental, tal decisión tendría poco de particular si no fuera 

porque, en este caso, la carretera proyectada no discurre por, ni afecta a, un lugar de 

interés comunitario propiamente dicho e integrado en la mencionada Red Natura 2000. 

En efecto, aunque la Sala sorprendentemente afirma lo contrario, el arroyo de Gandarias 

—espacio afectado por la variante proyectada— nunca formó parte de las relaciones de 

LIC propuestas por Cantabria a la Comisión Europea. No estaba en la propuesta inicial 

de 1997 (en la que figuraba el LIC Rías Occidentales y Duna de Oyambre, de cuya 

delimitación, sin embargo, quedaba fuera dicho arroyo), ni en la posterior de 1999, 

avaladas ambas por los informes técnicos de la Universidad de Cantabria. Tampoco se 

incluyó en las sucesivas propuestas, fruto de las revisiones efectuadas, y no está en la 
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vigente relación de LIC aprobada en 2004. Sin embargo, la Sala concluye, a la vista de 

un informe pericial (cuyo objeto, debe añadirse, no era discernir si ese espacio merecía 

ser declarado LIC), que, teniendo en cuenta sus características naturales, la 

Administración debería haberle dado la consideración y la protección propia de los LIC, 

y que, por lo tanto, la ejecución del proyecto resulta inviable y la declaración de 

impacto debió ser desfavorable. 

Parece, sin embargo, que al actuar así, al dar la consideración de LIC a un espacio que 

formalmente carece de ella, la Sala puede haber rebasado los límites revisores propios 

de la función jurisdiccional (constreñidos a la valoración de la conformidad a derecho 

de una declaración de impacto ambiental), al atribuirse, de hecho, el ejercicio de una 

función administrativa de calificación ambiental —con sustitución del procedimiento y 

del criterio o juicio técnico de la Administración que en su día llevaron a dejar fuera de 

la lista de LIC ese espacio— que, siendo además ajena al objeto mismo del proceso 

judicial (pues no era la calificación ambiental del espacio lo que se discutía en el litigio, 

sino la conformidad a derecho de la declaración de impacto ambiental que sustentaba el 

proyecto impugnado), no le correspondía. 

Por otro lado, la propia calificación realizada en sede judicial parece errónea e 

injustificada, a la luz de la Directiva 43/1992/CEE, pues esta no exige que un espacio 

sea designado LIC por la mera presencia de alguno de los hábitats o especies que 

pretende preservar. Lo que hace la Directiva, precisamente, es determinar qué espacios, 

entre todos aquellos en los que existen ciertos hábitats o especies, deben ser incluidos en 

la relación de LIC y abrigados por la protección que esta consideración conlleva. 

Además, establece un procedimiento técnico y contradictorio de propuesta, evaluación y 

contrapropuesta para determinar con criterios objetivos y científicos los espacios, entre 

aquellos que cuentan con dichos hábitats o especies, que deben ser considerados LIC 

para cumplir los objetivos de la Directiva. Sin que, por ello mismo, deba ser 

considerado LIC cualquier espacio —y hay muchos— en que se detecte la presencia de 

algún hábitat o especie, incluso siendo prioritario, de los contemplados en la Directiva, 

pues, si así fuera, todo el procedimiento de evaluación que prevé sería innecesario y 

superfluo, ya que bastaría la simple constatación o comprobación de dicha presencia. 

La Sentencia ha sido recurrida en casación y su confirmación está pendiente, pues, del 

fallo del Tribunal Supremo. 



M. Gómez  RCDA Vol. II Núm. 1 (2011) 

 - 4 - 

La STSJ de Cantabria de 29 de septiembre de 2010 desestima el recurso de la mercantil 

SNIACE contra diversas liquidaciones del Canon de Saneamiento. Entre los motivos 

alegados hay uno que, por su proyección más general, merece ahora ser comentado: la 

supuesta ilegalidad del reglamento regulador del régimen económico-financiero del 

Canon de Saneamiento de Cantabria —el Decreto 11/2006, de 26 de enero— por 

infracción del principio de reserva de ley previsto en los artículos 31.3 y 133 CE. Según 

el recurrente, se infringiría este principio porque el artículo 24.1 del Decreto subordina 

la aplicación del denominado coeficiente de regulación al cumplimiento de condiciones 

(que exista un dispositivo de regulación para efectuar el vertido, que se vierta en un 

régimen horario convenido con la Administración y que lo vertido no sea agua de 

refrigeración) que no han sido expresamente previstas en la ley creadora del canon (Ley 

de Cantabria 2/2002, de 29 de abril, de Saneamiento y Depuración de las Aguas 

Residuales de la Comunidad Autónoma de Cantabria). Pero lo cierto es que el artículo 

29.4.e de esa ley exige que la regulación reglamentaria para la aplicación del canon 

aplique un coeficiente corrector del tipo imponible, fijado reglamentariamente, por “la 

utilización por las industrias de dispositivos que permitan efectuar una distribución 

temporal del caudal del vertido”, entendiendo la Sala que, por ello mismo, ningún 

reparo de legalidad formal puede hacerse a la disposición, pues se limita —debemos 

añadir— a perfilar o concretar un aspecto concreto configurador del tipo impositivo 

siguiendo los criterios indicados en la propia Ley, hallándose regulados en esta, pues, 

los elementos esenciales del canon. 
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Durant el període a què fa referència aquesta crònica s’han conegut o s’han fet públic 

diversos pronunciaments judicials. Alguns són de data anterior al període que ens 

ocupa, però, ja que no hem pogut donar-ne compte en la darrera crònica, creiem oportú 

comentar-los ara. La STJ Cantàbria de 6 de març de 2010 va declarar nul el projecte 

d’una carretera (la variant est de Comillas, carretera CA-135) que un particular havia 

impugnat perquè el considerava injustificat o sense motivació (pel que fa al traçat), 

perquè no se’n va avaluar l’impacte ambiental de la manera que s’exigia legalment, 

perquè infringia la normativa de patrimoni cultural (atesa la proximitat d’unes coves 

declarades bé d’interès cultural) i les normes d’ordenació territorial (el Pla d’Ordenació 

del Litoral, POL) i urbanística (les nomes subsidiàries de planejament, NS). 

Tots aquests motius van trobar l’acollida de la Sala com a resultat de la valoració 

conjunta de la prova sobre els fets constitutius de les infraccions legals al·legades per la 

part recurrent. Ara no és possible analitzar-les totes en detall, però sí que és oportú 

destacar la valoració de la Sala de la declaració d’impacte ambiental que acompanyava 

el projecte, perquè resulta, certament, insòlita. 

El 2000 el projecte en qüestió va obtenir una declaració d’impacte ambiental negativa, 

que va determinar-ne la modificació, de manera que aquest segon projecte es va 

esmenar, el qual sí que va obtenir l’avaluació ambiental favorable, l’impugnat. Doncs 

bé, la Sala considera que aquesta segona declaració d’impacte ambiental (favorable) no 

s’ajusta a dret perquè desconeix o ignora les limitacions derivades de la Directiva 

CEE/43/1992, de 21 de maig, sobre conservació dels hàbitats naturals i de la fauna i 

flora silvestres, que va crear la xarxa d’espais naturals protegits anomenada Natura 

2000. Infringint en ocasions la normativa ambiental, una decisió així tindria poca cosa 

de particular, si no fos perquè, en aquest cas, la carretera projectada no transcorre per 

cap espai d’interès comunitari pròpiament dit i integrat en l’esmentada Xarxa Natura 

2000, ni l’afecta. 

En efecte, tot i que la Sala sorprenentment afirma el contrari, el rierol de Gandarias —

espai afectat per la variant projectada— mai no va formar part de les relacions de LIC 

proposades per Cantàbria a la Comissió Europea. No estava en la proposta inicial de 

1997 (en la qual figurava el LIC “Rías occidentales y Duna de Oyambre”, de la 

delimitació del qual, tanmateix, quedava fora aquest rierol), ni en la posterior de 1999, 

avalades ambdues pels informes tècnics de la Universitat de Cantàbria. Tampoc no es 

van incloure en las propostes successives, fruit de les revisions efectuades, i no està en 
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la relació vigent de LIC aprovada el 2004. No obstant això, la Sala conclou, a la vista de 

l’informe pericial (l’objecte del qual —hem d’afegir— no era discernir si aquest espai 

es mereixia que fos declarat LIC), que, tenint en compte les característiques naturals, 

l’Administració hauria d’haver-li concedit la consideració i la protecció pròpia dels LIC 

i que, per tant, l’execució del projecte resulta inviable i la declaració d’impacte hagués 

hagut de ser desfavorable. 

Tanmateix, sembla que, havent actuat així, havent donat la consideració de LIC a un 

espai que formalment no la té, la Sala pot haver sobrepassat els límits revisors propis de 

la funció jurisdiccional (constrets a la valoració de la conformitat a dret de la declaració 

d’impacte ambiental), atribuint-se de fet l’exercici d’una funció administrativa de 

qualificació ambiental, amb substitució del procediment i del criteri o judici tècnic de 

l’Administració que en el seu dia van portar a deixar afora de la llista de LIC aquest 

espai, que, a més de ser aliena a l’objecte mateix del procés judicial (ja que no era la 

qualificació ambiental de l’espai el que es discutia en el litigi, sinó la conformitat a dret 

de la declaració d’impacte ambiental que fonamentava el projecte impugnat), no li 

corresponia. 

D’altra banda, la mateixa qualificació realitzada en seu judicial sembla errònia i 

injustificada, a la llum de la Directiva CEE/43/1992, ja que aquesta no exigeix que un 

espai es designi com a LIC per la mera presència d’algun hàbitat o espècie que 

pretengui preservar. El que fa la directiva, precisament, és determinar quins espais (no 

tots) en què existeixen determinats hàbitats o espècies han de ser inclosos en la relació 

de LIC i emparats per la protecció que se’ls atorga. Estableix un procediment tècnic i 

contradictori, de proposta, avaluació i contraproposta per determinar amb criteris 

objectius i científics quins dels espais en què són presents aquests hàbitats o espècies 

s’han de considerar LIC per complir els objectius de la directiva. Sense que, per això 

mateix, s’hagi de considerar LIC qualsevol espai en què es detecti la presència d’algun 

hàbitat o espècie —i n’hi ha molts—, fins i tot quan és prioritari, dels que preveu la 

directiva, ja que, si fos així, tot el procediment d’avaluació que preveu seria innecessari 

i superflu, ja que n’hi hauria prou amb la simple constatació o comprovació de la  

presència. 

La sentencia s’ha recorregut en cassació i la confirmació està pendent, per tant, de la 

decisió del Tribunal Suprem. 
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La STSJ Cantàbria de 29 de setembre de 2010 desestima el recurs de la mercantil 

SNIACE contra diverses liquidacions del cànon de sanejament. Entre els motius 

al·legats n’hi ha un que, per la seva projecció més general, cal comentar: la suposada 

il·legalitat del reglament regulador del règim economicofinancer del cànon de 

sanejament de Cantàbria —el Decreto 11/2006, de 26 de gener— per infracció del 

principi de reserva de llei previst en els articles 31.3 i 133 CE. Segons la part recurrent, 

aquest principi s’infringeix perquè l’article 24.1 del decret esmentat subordina 

l’aplicació de l’anomenat “coeficient de regulació” al compliment de condicions (que hi 

hagi un dispositiu de regulació para efectuar l’abocament, que s’aboqui en un règim 

horari convingut amb l’Administració i que els abocaments no siguin aigua de 

refrigeració) que no han estat previstes expressament per la llei creadora del cànon (Llei 

de Cantàbria 2/2002, de 29 d’abril, de sanejament i depuració de les aigües residuals de 

la Comunitat Autònoma de Cantàbria). Però el cert és que l’article 29.4.e de la llei 

exigeix que la regulació reglamentària per aplicar el cànon utilitzi un coeficient 

corrector de tipus imposable, fixat reglamentàriament, per a “la utilización por las 

industrias de dispositivos que permitan efectuar una distribución temporal del caudal 

del vertido”, amb la qual cosa la Sala entén que, per això mateix, no es pot reparar la 

legalitat formal en la disposició, ja que —hem d’afegir— es limita a perfilar o concretar 

un determinat aspecte configurador del tipus impositiu d’acord amb els criteris indicats 

en la mateixa llei, en la qual, per tant, es troben regulats els elements essencials del 

cànon. 

 


